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Respetada señora Presidenta:< /p> 
En cumplimiento del honroso encargo hecho por la Mesa Directiva, me permito presentar informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 227 de 2012 Cámara, 164 de 2011 Senado, por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, en los siguientes términos:

Trámite del proyecto

	Origen:
	Congresional

	Autoras: 
	Senadoras: Alexandra Moreno Piraquive, Arleth Casado de López, Nora María García Burgos, Gloria Inés Ramírez, Maritza Martínez Aristizábal, Dilian Francisca Toro, Myriam Alicia Paredes, Teresita Romero García.

	
	Representantes: Nancy Denise Castillo, Ángela María Robledo Gómez, Rosmery Martínez, Yolanda Duque Naranjo, Gloria Stella Díaz, Claudia Marcela Amaya y Marta Cecilia Ramírez.

	
	El proyecto de ley fue radicado el pasado 9 de noviembre de 2011.

	Publicado:
	Gaceta del Congreso número 857 de 2011

	
	Ponencia Primer Debate Senado: Gaceta del Congreso número 924 de 2011.

	
	Ponencia Segundo Debate Senado: Gaceta del Congreso número 149 de 2012.

	
	Texto Aprobado Senado: Gaceta del Congreso número 199 de 2012.

	
	Ponencia Primer Debate Cámara: Gaceta del Congreso número 240 de 2012.


El articulado fue aprobado sin modificaciones en sesión ordinaria de la Comisión Primera Constitucional Permanente, el día 29 de mayo de 2012.

Antecedentes

En el año 2007 con la Ley 1142, denominada ¿Ley de Convivencia y Seguridad Ciudadana¿, ya se había excluido del listado de delitos querellables, a la violencia intrafamiliar. Esto gracias a que se había aumentado la pena de prisión de 4 a 8 años a quienes incurrieran en este delito, así como también en el delito de inasistencia alimentaria. 

Ambos delitos penales habían dejado de ser querellables, es decir, habían dejado de ser ¿desistibles¿, ¿conciliables¿ y ¿excarcelables¿, además la norma previó que no se podía dar por terminado el proceso en aplicación del ¿principio de oportunidad¿. 

Igualmente la Ley 1257 de 2008 avanzó significativamente en materia sancionatoria contra delitos de violencia contra la mujer así: 

¿ La tipificación del acoso sexual en el medio laboral, social o familiar como delito.

¿ La agravación punitiva del homicidio y del homicidio en persona protegida, cuando se cometa contra una mujer por el hecho de ser mujer.

¿ En materia de secuestro extorsivo se amplía el tipo penal al cometido en la unidad doméstica.

¿ En cuanto a los delitos contra la familia, se adiciona el delito de maltrato mediante restricción a la libertad física y se definió el concepto de ¿grupo familiar¿ comprendiendo en este a los cónyuges o compañeros permanentes, padre y madre de familia, ascendientes o descendientes de los anteriores, hijos adoptivos y todas las personas integradas a la unidad doméstica. 

Desafortunadamente y como resultado de una modificación no debatida, presentada en el último debate en la Cámara de Representantes de la Ley 1453 de 2011, conocida como Ley Seguridad Ciudadana, se retrocedió en los avances en materia de persecución y sanción de la violencia contra las mujeres al revivir la querellabilidad de los delitos de violencia intrafamiliar (artículo 108) e inasistencia alimentaria, dando nuevamente lugar a su condición de ¿desistibles¿, ¿excarcelables¿ y ¿conciliables.

Como resultado de esta modificación a la Ley 1453 de 2011 se eliminó el deber de la justicia de iniciar las investigaciones respectivas, sin tener en cuenta que estos tipos punibles habían sido modificados con la expedición de la Ley 1257 de 2008, cuyo objeto está dirigido a sensibilizar a la sociedad colombiana sobre la prevención y la sanción de la violencia y la discriminación contra las mujeres. 

Es imperativo señalar que, según los altos índices de violencia de género y feminicidios que se presentan en el país, las mujeres, en su mayoría víctimas de violencia intrafamiliar, son amenazadas por sus agresores y/o dependen económica y afectivamente de estos, lo que las intimida en la tramitación de las denuncias impidiéndoles el acceso a la administración de justicia. 

El Proyecto de ley número 227 Cámara, 164 de 2011 Senado, iniciativa de la Bancada de Mujeres del Congreso, que ahora se presenta tiene como enorme valor agregado el hecho de que según lo propuesto en su artículo 3º todos los casos en que se tenga conocimiento de la comisión de conductas relacionadas con los delitos de violencia contra la mujer las autoridades judiciales investigarán de oficio, en cumplimiento de la obligación de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres consagrada en el artículo 7° literal b) de la Convención de Belém do Pará, ratificada por el Estado colombiano mediante la Ley 248 de 1995.

Contenido del proyecto

Consta de 4 artículos incluido el de vigencia:

¿ El artículo 1° establece el objeto del proyecto de ley, que es la eliminación del carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria.

¿ En el artículo 2° se dispone la modificación del numeral 2 del artículo 74 del Código de Procedimiento Penal, eliminando de la lista de delitos que requieren querella la violencia intrafamiliar y la inasistencia alimentaria.

Este artículo aclara además que en consecuencia la pena privativa de la libertad por la comisión del delito de violencia intrafamiliar será la vigente de 4 a 8 años con los aumentos previstos en el artículo 33 de la Ley 1142 de 2007, en atención a que esta norma modificó el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, Código Penal.

¿ En el artículo 3° se dispone la modificación del artículo 74 del Código de Procedimiento Penal, adicionándole un parágrafo en el cual se establece que las autoridades investigarán de oficio en todos los casos en que se tenga conocimiento de la comisión de conductas relacionadas con la violencia intrafamiliar y la inasistencia alimentaria, dando así cumplimiento a la obligación adquirida por el Estado Colombiano de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres consagrada en el artículo 7° literal b) de la Convención de Belém do Pará, ratificada mediante la Ley 248 de 1995.

¿ El artículo 4° corresponde a la vigencia y derogatorias.

A continuación el texto del proyecto comparado con las normas vigentes:

	Normatividad Vigente
	Proyecto de ley número 227 de 2012 Cámara, 164 de 2011 Senado, por la cual se reforma el artículo 74 de la ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal.

	
	Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto garantizar la protección y diligencia de las autoridades en la investigación de los presuntos delitos de violencia contra la mujer y eliminar el carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria, tipificados en los artículos 229 y 233 del Código Penal.

	Artículo 74. Delitos que requieren querella. <Artículo modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> Para iniciar la acción penal será necesario querella en los siguientes delitos, excepto cuando el sujeto pasivo sea un menor de edad:

1. ¿(¿)¿.

2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales sin secuelas que produjeren incapacidad para trabajar o enfermedad sin exceder de sesenta (60) días (C. P. artículo 112 incisos 1° y 2°); lesiones personales con deformidad física transitoria (C. P. artículo 113 inciso 1°); lesiones personales con perturbación funcional transitoria (C. P. artículo 114 inciso 1°); parto o aborto preterintencional (C. P. artículo 118); lesiones personales culposas (C. P. artículo 120); omisión de socorro (C. P. artículo 131); violación a la libertad religiosa (C. P. artículo 201); injuria (C. P. artículo 220); calumnia (C. P. artículo 221); injuria y calumnia indirecta (C. P. artículo 222); injuria por vías de hecho (C. P. artículo 226); injurias recíprocas (C. P. artículo 227); violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229); maltrato mediante restricción a la libertad física (C. P. artículo 230); inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233); ¿(¿)¿.
	Artículo 2°. Suprímanse del numeral segundo, del artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011, las expresiones: ¿violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229)¿ e ¿inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233)¿.

En consecuencia, la pena privativa de la libertad por la comisión del delito de violencia intrafamiliar será la vigente de cuatro (4) a ocho (8) años con los aumentos previstos en el artículo 33 de la Ley 1142 de 2007, que modificó el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, Código Penal.

	
	

	
	Artículo 3º. Adiciónese al artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, el siguiente parágrafo:

Parágrafo. En todos lo s casos en que se tenga conocimiento de la comisión de conductas relacionadas con presuntos delitos de violencia contra la mujer, las autoridades judiciales investigarán de oficio, en cumplimiento de la obligación de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres consagrada en el artículo 7° literal b) de la Convención de Belém do Pará, ratificada por el Estado colombiano mediante la Ley 248 de 1995.

	
	Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación, deroga y modifica en lo pertinente el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011 y las disposiciones que le sean contrarias.


Debate en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes

En el primer debate los honorables Representantes Germán Navas Talero, Miguel Gómez, Orlando Velandia, Alfredo Rafael Deluque y Óscar Fernando Bravo presentar on valiosas consideraciones que se contraen a:

1. El proyecto de ley en su articulado debería contener una medida que otorgue al victimario, previo concepto de entidades como el ICBF, Medicina Legal o Defensor de Familia, (Grupo Interdisciplinario), la posibilidad de obtener la libertad provisional con el fin de mantener la unidad familiar. El argumento se basó, para el honorable Representante Germán Navas, en que como fue experiencia propia durante su ejercicio profesional como penalista, tuvo el conocimiento directo de varios casos en que los hijos e hijas llegaban a odiar o repudiar a los padres que envían a la cárcel al victimario que ha sido condenado por este tipo de conductas. Por lo tanto sugirió incluir en el proyecto esta alternativa.

2. Se recomendó evaluar en la construcción de la ponencia para segundo debate la posibilidad de establecer la condicionalidad en la ejecución de la pena en estos casos con el fin de mantener la unidad familiar.

3. También se señaló que si en el país se está abriendo el camino con el Marco Legal para la Paz, para otorgar un espacio para la reconciliación con actores violentos, por qué no se abre la puerta en este proyecto para recomponer propender por la reconciliación y el mantenimiento de la familia.

4. Se sugirió además que se valorará la posibilidad de establecer mecanismos de seguimiento y acompañamiento a los grupos familiares afectados con esta problemática por parte de las instancias oficiales competentes, indicándose revisar la posibilidad de apoyos económicos puntuales en estos casos.

Frente a estas observaciones la Presidencia de la Comisión nombró una subcomisión con el fin de estudiar y conceptuar sobre los aspectos relevantes de las mismas, integrada por los honorables Representantes Alfredo Deluque, Miguel Gómez, Germán Navas Talero y Orlando Velandia.

Con el acompañamiento e ilustración de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, la subcomisión analizó las consideraciones hechas durante el debate centrando su examen en los siguientes aspectos:

1. Violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria: violaciones a los Derechos Humanos 

El Estado colombiano ha sido parte de declaraciones y conferencias mundiales donde se reconocen los Derechos Humanos de las mujeres, niños y niñas y se ha comprometido a adecuar su legislación interna y a adoptar todas las medidas necesarias para que se les dé cumplimiento en el ámbito nacional. 

Los tribunales internacionales han expresado que el Estado tiene la obligación de actuar con debida diligencia en los casos de violencia contra la mujer, en particular, los casos de violencia doméstica, y que su falta de sanción reproduce las condiciones necesarias para que se siga perpetrando impunemente la conducta y que tiene la obligación de prevenirlos:

¿en su decisión en el caso paradigmático de María da PenhaMaiaFernandes, la Comisión aplicó por primera vez la Convención de Belém do Pará, para sostener que el Estado había fallado en actuar con la debida diligencia requerida para prevenir, sancionar y erradicar la violencia doméstica, por no haber condenado ni sancionado al agresor objeto del caso por diecisiete años. La Comisión fue enfática en declarar que la obligación del Estado de actuar con debida diligencia va más allá de la obligación de procesar y condenar a los responsables, y también incluye la obligación de «prevenir estas prácticas degradantes¿
[1][1].

Respecto a los derechos de las mujeres, el Estado colombiano ha recibido recomendaciones importantes por la falta de cumplimiento de sus compromisos. En este sentido es importante mencionar que el último informe del Mecanismo de Seguimiento de la Convención Belém do Pará (8 de diciembre de 2011) se hicieron las siguientes recomendaciones generales y específicas al país, en torno a la investigación y sanción de la violencia contra las mujeres: 

¿ Tomar medidas urgentes para asegurar la debida diligencia en la investigación, sanción y erradicación de la violencia, así como la protección de las mujeres en riesgo; 

¿ Garantizar la debida diligencia en la investigación, sanción y prevención de los casos de violencia contra las mujeres, incluso violencia sexual, derivada del conflicto armado (artículo 7º. CVCM).

¿ Garantizar la reparación a las mujeres que sufren violencia en los espacios privado y público (artículo 7º, g, CVCM).

¿ Ampliar los mecanismos de acceso a la justicia y avanzar en el enfrentamiento de la violencia contra la mujer (artículo 7º. CVCM).

¿ Eliminar los mecanismos de conciliación en los casos de violencia contra las mujeres (artículo 7º, c, CVCM).

¿ Hacer un seguimiento periódico del número de investigaciones y de inculpaciones efectuadas por estos tipos de delitos comparado con el número de denuncias recibidas (artículo 8º h, CVCM).

¿ Garantizar servicios adecuados para la atención de las mujeres que sufren violencia y a cargo de personas especialment e formadas para atender a esa problemática (artículo 8º, d CVCM).

Esto demuestra de manera incontrovertible que las obligaciones estatales en la persecución están en cabeza de las autoridades y no de las mujeres. E implica que el reconocer el carácter de oficiosidad de los delitos de violencia intrafamiliar y de inasistencia alimentaria contribuye a que el Estado asuma de primera mano el acompañamiento a las mujeres víctimas y envíe un mensaje sobre la gravedad social y la reprochabilidad penal de violencia doméstica. Por el contrario, su carácter querellable legitima y valida el supuesto menor impacto social del delito y flexibiliza su trámite con lo cual la mujer enfrenta mayores dificultades para acceder a la justicia. 

El establecimiento legal de la querella genera procesalmente dos consecuencias principales en el trámite de los casos. De una parte, los delitos no se investigan de oficio y por tanto requieren la actividad de la víctima o persona afectada para iniciar la investigación y de otra, permite que se trate de procedimientos desistibles y conciliables. Estas características hacen que la iniciativa de impulsar y avanzar en la investigación recaiga sobre las afectadas, esto es, las mujeres. Pero, internacionalmente ya se ha avanzado en reconocer el derecho de las mujeres a contar con un recurso judicial efectivo y desestimar la utilidad de los procedimientos que flexibilizan el trámite de los casos de violencia contra la mujer en tanto desconocen las dificultades estructurales que esta enfrenta para acceder a la justicia. Por ejemplo, en el tema de la conciliación de los casos de violencia contra la mujer, la CIDH ha hecho un llamado a los estados para prohibir este tipo de procedimientos:

¿Entre otras deficiencias y peligros, la CIDH ha expresado su preocupación ante el hecho de que una diversidad de órganos judiciales promueven principalmente el uso de la conciliación durante el proceso de investigación como método para resolver delitos de violencia contra las mujeres, sobre todo la intrafamiliar. Es de reconocimiento internacional que la conciliación en casos de violencia intrafamiliar no es recomendable como método para resolver estos delitos. ¿ La conciliación asume que las partes involucradas se encuentran en igualdad de condiciones de negociación, lo cual generalmente no es el caso en el ámbito de la violencia intrafamiliar. ... Los acuerdos generalmente no son cumplidos por el agresor y estos no abordan las causas y consecuencias de la violencia en sí¿
[2][2].

Por lo anterior, el Estado debe cumplir con sus obligaciones y adoptar medidas acordes con los llamados internacionales y los mandatos de las convenciones de protección internacional para las mujeres. Esto implica que la violencia intrafamiliar y la inasistencia alimentaria deben ser investigadas de oficio y que las autoridades competentes deben realizar todos los actos pertinentes para sancionar a los responsables y reparar a la víctima. 

2. Subrogados penales frente a los delitos de inasistencia alimentaria y violencia intrafamiliar

No obstante lo valioso de las observaciones realizadas en lo referente a la importancia de promover las relaciones armónicas entre los miembros de la familia, aún a expensas, se considera, de la primera y permanente víctima, la mujer maltratada, se razona que en el marco del presente proyecto de ley no resulta pertinente incluir una disposición específica para que se le otorgue la libertad provisional a un agresor previo concepto del ICBF, entre otras razones, por las siguientes:

¿ El artículo 116 de la Constitución Política reconoce la división de poderes en el Estado colombiano. De esto se deriva que ningún ente de la Rama Ejecutiva podrá asumir funciones que por ley corresponden a la Rama Judicial.

¿ En este sentido, no se advierte la viabilidad para que se le otorguen al ICBF facultades que van a tener impacto directo en el análisis de la necesidad de la pena, función que solo corresponde asumir a los Jueces de la República.

¿ Adicionalmente, los Códigos Penal y de Procedimiento Penal establecen de forma i nequívoca los requisitos y condiciones para el otorgamiento de los subrogados penales, los cuales en todo caso serán aplicables a aquellos agresores condenados por los delitos en cuestión.

3. Sostenimiento económico de las familias

En relación con la posibilidad de sostenimiento económico de las familias una vez sean encarcelados los agresores, se considera que de cumplirse las medidas establecidas claramente por la Ley 1257 de 2008 y validadas por la Corte Constitucional en la Sentencia C-776 de 2010, las mujeres contarían con las condiciones necesarias para tener independencia económica para suplir las necesidades de sus hijos. Lo contrario sería decir que los agresores no pueden ser encarcelados y por tanto las mujeres tendrían un deber legal de soportar la violencia por carecer de recursos económicos. Precisamente, en la referida sentencia, la Corte Constitucional expresó que la violencia contra la mujer es un problema de Estado y por tanto a éste le corresponde suplir los derechos de alojamiento y alimentación de las mujeres víctimas y sus hijos(as).

Es importante recordar que el bien jurídico protegido en estos casos son los derechos de las mujeres (libertad personal, integridad física y psíquica) concretamente el derecho a una vida libre de violencias, y no los generales de la familia. Estos bienes jurídicos son inalienables y no están sujetos a negociación entre las partes. Esto lo ha advertido claramente la CIDH:

¿En materia de deficiencias, la CIDH ha examinado que el objetivo principal de las leyes continúa siendo la preservación de la unidad familiar y no la protección de los derechos de sus integrantes a vivir libres de violencia y discriminación. Al instituir políticas encaminadas a la protección de la familia, se omiten las necesidades particulares de prevención y protección que los miembros de la misma requieren, en este caso las mujeres¿
[3][3].
4. Restablecimiento de derechos 

Es oportuno señalar que teniendo en cuenta el marco de las competencias constitucionales y legales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para garantizar el restablecimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes por situaciones que los vulneran o amenazan, esta entidad ya es titular del mandato de promover acciones para su protección en los casos en que sus padres o madres sean investigados o condenados por violencia intrafamiliar o inasistencia alimentaria.

Sin perjuicio de ello y bajo los esquemas nacionales articulados de prevención y protección contra la violencia de género y la violencia contra niñas y niños, se deberá promover lo pertinente en los escenarios institucionales de apoyo y cuidado, al igual que desde lo penitenciario para fortalecer y garantizar la estabilidad de los vínculos familiares.

Adicionalmente, el Plan Obligatorio de Salud reglamentado por el Acuerdo de la CRES 029 de 2012 establece en su artículo 17 la obligación de prestar a todo ciudadano que lo requiera atención psicológica o psiquiátrica por un periodo de hasta 30 sesiones individuales o grupales. Por su parte, el artículo 18 establece la obligación de prestar a las mujeres víctimas de violencia física, sexual o psicológica esta misma atención.

Lo anterior implica que en los casos en que una persona sea condenada por los delitos de violencia intrafamiliar o inasistencia alimentaria, esta y su familia podrán recibir la atención psicológica o psiquiátrica que se requiere dependiendo de las características de cada caso. 

Por lo anterior, respetando las ilustradas recomendaciones presentadas al interior de la Subcomisión, y observando que el más reciente marco legal en la materia recoge el sentir mayoritario de la m isma, no se introducen modificaciones al proyecto por considerar idóneo su objeto frente al propósito de garantizar la protección del bien jurídico principal (los derechos de las mujeres a la libertad personal, integridad física y psíquica y el derecho a una vida libre de violencias), a la vez que permite cumplir a cabalidad con los compromisos internacionales que el Estado colombiano ha adquirido en esta materia a través de los instrumentos antes señalados.

Proposición

Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas, solicito a los miembros de la Plenaria de la honorable Cámara de Representantes dar segundo debate al Proyecto de ley número 227 de 2012 Cámara, 164 de 2011 Senado, por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, con el articulado propuesto.

De los honorable Representantes,

Victoria Eugenia Vargas Vives,

Representante a la Cámara,

Ponente.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 227 CÁMARA, 164 DE 2011 SENADO

por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto garantizar la protección y diligencia de las autoridades en la investigación de los presuntos delitos de violencia contra la mujer y eliminar el carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria, tipificados en los artículos 229 y 233 del Código Penal.

Artículo 2°. Suprímanse del numeral segundo del artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011, las expresiones: ¿violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229)¿ e ¿inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233)¿.

En consecuencia, la pena privativa de la libertad por la comisión del delito de violencia intrafamiliar será la vigente de cuatro (4) a ocho (8) años con los aumentos previstos en el artículo 33 de la Ley 1142 de 2007, que modificó el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, Código Penal.

Artículo 3º. Adiciónese al artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, el siguiente parágrafo:

Parágrafo. En todos los casos en que se tenga conocimiento de la comisión de conductas relacionadas con presuntos delitos de violencia contra la mujer, las autoridades judiciales investigarán de oficio, en cumplimiento de la obligación de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres consagrada en el artículo 7° literal b) de la Convención de Belém do Pará, ratificada por el Estado colombiano mediante la Ley 248 de 1995.

Artículo 4º. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación, deroga y modifica en lo pertinente el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011 y las disposiciones que le sean contrarias.

Victoria Eugenia Vargas Vives,

Representante a la Cámara,

Ponente.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN PRIMERA DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 227 DE 2012 CÁMARA, 164 DE 2011 SENADO

por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto garantizar la protección y diligencia de las autoridades en la investigación de los presuntos delitos de violencia contra la mujer y eliminar el carácter de querellables y desistibles de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria, tipificados en los artículos 229 y 233 del Código Penal.

Artículo 2°. Suprímanse del numeral 2, del artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011, las expresiones: ¿violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229);¿ e ¿inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233);¿.

En consecuencia, la pena privativa de la libertad por la comisión del delito de violencia intrafamiliar será la vigente de cuatro (4) a ocho (8) años con los aumentos previstos en el artículo 33 de la Ley 1142 de 2007, que modificó el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, Código Penal.

Artículo 3º. Adiciónese al artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, el siguiente parágrafo:

¿Parágrafo. En todos los casos en que se tenga conocimiento de la comisión de conductas relacionadas con presuntos delitos de violencia contra la mujer, las autoridades judiciales investigarán de oficio, en cumplimiento de la obligación de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres consagrada en el artículo 7° literal b) de la Convención de Belém do Pará, ratificada por el Estado colombiano mediante la Ley 248 de 1995¿.

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación, deroga y modifica en lo pertinente el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal, modificado por el artículo 108 de la Ley 1453 de 2011 y las disposiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el presente proyecto de ley, sin modificaciones, según consta en el Acta número 42 del día 29 de mayo de 2012; así miso fue anunciado para discusión y votación el día 16 de mayo de 2012, según consta en el Acta número 41 de esa misma fecha.

Emiliano Rivera Bravo,

Secretario Comisión Primera Constitucional
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